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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 

Candelaria Rosa y el Juez Pagán Ocasio. 

 

Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

 

 

RESOLUCIÓN  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 24 de enero de 2020.  

Comparece Hacienda San José HOA, Inc. (HSJ o la peticionaria) 

y nos solicita la revisión de una Resolución emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia el 28 de octubre de 2019. Mediante la misma, el foro 

primario declaró no ha lugar la solicitud desestimación presentada por 

HSJ en contra del señor Ángel L. Ferrer Cátala (el señor Ferrer o el 

recurrido). Denegamos.  

En el caso de epígrafe, HSJ solicitó la desestimación del pleito 

por diligenciamiento del emplazamiento fuera del término de 120 días 

establecido en las Reglas de Procedimiento Civil. No obstante, el 

Tribunal de Primera Instancia denegó tal solicitud por concluir que el 

 
1 Debido a que el Hon. Miguel P. Cancio Bigas se acogió al retiro el 31 de diciembre de 2019, 

mediante Orden Administrativa TA-2020-004 se designó al Hon. Ángel Pagán Ocasio para entender 

y votar en el recurso de epígrafe.  
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diligenciamiento fue conforme a derecho y ordenó la continuación de 

los procedimientos. En desacuerdo, la peticionaria sostiene que el 

Tribunal de Primera Instancia utilizó erróneamente su discreción al 

prorrogar injustificadamente el término de 120 días dispuesto para 

emplazar a una parte demandada. No le asiste la razón. Veamos.  

La Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R.4.3(c), dispone en lo pertinente a la controversia de autos que “[e]l 

emplazamiento será diligenciado en el término de ciento veinte (120) 

días a partir de la presentación de la demanda o de la fecha de 

expedición del emplazamiento por edicto”. Por otra parte, dicha regla 

establece la obligación de que la Secretaría del Tribunal expida los 

emplazamientos el mismo día en que se presenta la demanda; de lo 

contrario, el tiempo que demore será el mismo tiempo adicional que los 

tribunales otorgarán para diligenciarlos. Id. Al respecto, el Tribunal 

Supremo aclaró que dicho tiempo adicional otorgado por los tribunales 

“no se trata en realidad de una prórroga debido a que en ninguna de 

estas circunstancias la parte contará con más de 120 días”. Bernier 

González v. Rodríguez Becerra, 200 DPR 637, 650 (2018).  

Por otro lado, en cuanto al auto de certiorari, es sabido que es el 

vehículo procesal discrecional y extraordinario mediante el cual un 

tribunal de mayor jerarquía puede rectificar errores jurídicos en el 

ámbito provisto por la Regla 52.1 de Procedimiento Civil de Puerto 

Rico, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1 (2009); y de conformidad a los criterios 

dispuestos por la Regla 40 del Reglamento de este Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. En tal sentido, la función de 

un tribunal apelativo frente a la revisión de controversias a través del 

certiorari requiere valorar la actuación del foro de primera instancia y 
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predicar su intervención en si la misma constituyó un abuso de 

discreción; en ausencia de tal abuso o de acción prejuiciada, error o 

parcialidad, no corresponde intervenir con las determinaciones del 

Tribunal de Primera Instancia. Zorniak v. Cessna, 132 DPR 170 (1992); 

Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729 (1986).  

En el presente caso, el foro primario emitió un nuevo 

emplazamiento luego de concluir que el emplazamiento original no se 

había realizado conforme a derecho. Pese a haberse ordenado que se 

expidiera dicho nuevo emplazamiento el 22 de mayo de 2019, no fue 

sino hasta el 1 de julio de 2019 que este fue finalmente expedido por la 

Secretaría del Tribunal. Al respecto, tanto la Regla 4.3(c) de 

Procedimiento Civil, supra, como la jurisprudencia interpretativa de 

nuestro Tribunal Supremo son claras en establecer que el tiempo que 

demore la Secretaría del Tribunal en expedir los emplazamientos se 

debe añadir como tiempo adicional para diligenciarlos. Ello no 

constituye una prórroga como sostiene la peticionaria.  

En consecuencia, aun tomando como cierto lo alegado por HSJ, 

en cuanto a que transcurrieron 142 días entre que el primer 

emplazamiento fue expedido el 11 de febrero de 2019 y que el nuevo 

emplazamiento fue diligenciado el 3 de julio de 2019, la tardanza del 

propio foro judicial en expedir los emplazamientos -específicamente, 

40 días- no puede serle atribuida al señor Ferrer. En consideración a 

ello, la determinación de añadir como tiempo adicional la demora de la 

Secretaría del Tribunal en expedir los emplazamientos no constituyó un 

abuso de discreción, prejuicio o parcialidad que justifique que 

intervengamos con su determinación. Por tanto, en ausencia de los 
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criterios contemplados en la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, 

denegamos la expedición del auto de certiorari solicitado.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


